Contribución del Ecuador

1. ¿Cuáles son los puntos de tensión reales o percibidos (si los hay) entre el derecho a manifestar la libertad de religión o de creencias y la  ausencia de violencia y  discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género? ¿Hay áreas en las que son mutuamente excluyentes?
La Constitución de la República del Ecuador como máximo cuerpo legal a nivel nacional, otorga a todas las personas el derecho a practicar y profesar pública y libremente la religión de su elección y prohíbe la discriminación por motivos religiosos. Si bien la carta magna reconoce el derecho a libertad religiosa, en el caso particular de la manifestación de la orientación sexual, identidad y expresión de género existen puntos de tensión en relación a los dogmas y creencias sobre la diversidad sexual.

Al respecto el PLAN DE ACCIÓN DE DIVERSIDADES LGBTI+ (PAD) 2022-2025, primera herramienta de política pública en este ámbito, en su gráfico 30, denominado “Presión para reconsiderar orientación sexo-genérica”, se puede citar lo mencionado en el recuadro No. 4  Presión por creencias religiosas: “Yo creo en Dios, fui criada en una familia católica pero al decir que quería estar con personas de mi mismo sexo me hicieron hablar con el padre y él me decía que era una abominación que Dios me iba a rechazar y me iría al infierno” Azuay, 17 años.”

2. ¿Hay alguna forma en que el derecho a la libertad de religión o creencias y la ausencia de violencia y discriminación basada en la orientación sexual y la identidad de género se refuercen mutuamente?
La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias está sujeta a las limitaciones necesarias prescritas por la ley, pues no se puede mermar la seguridad, el orden, la salud o los derechos y las libertades fundamentales de los demás por satisfacer otro derecho.

Una de las acciones necesarias consiste en romper la asociación de lo religioso en el aspecto represivo en cuestiones de sexualidad, para que se trabaje con las distintas dinámicas en las cuales lo religioso y la sexualidad puedan ser parte de un proyecto integrado. Las actitudes de los miembros de una religión frente a la diversidad sexual al señalar las orientaciones sexuales como un tema que contraviene los preceptos bíblicos, no permiten que los líderes religiosos acojan con respeto a la población LGBTI+, acogiéndose a las políticas, discursos, leyes y prácticas que discriminan o alimentan los prejuicios.
3. ¿Hay ejemplos en los que la diversidad sexual y de género se haya utilizado en valores o narrativas religiosas, tradicionales o indígenas de una manera que promueva la aceptación de las personas LGBT+ o proteja a las personas LGBT+ de la violencia y la discriminación? ¿Ha informado esto alguna intervención legal o política pública?
La constitución otorga a todas las personas el derecho de practicar y profesar pública y libremente la religión de su elección y prohíbe la discriminación por motivos religiosos, así también, declara que el Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia, amparando además el derecho de cambiar de religión. También conforme a la constitución, la ética laica es el sustento del quehacer público y el ordenamiento jurídico del país. La constitución concede el derecho de autodeterminación a las comunidades indígenas, incluidas disposiciones que reconocen el derecho a desarrollar y fortalecer libremente su identidad, sentido de pertenencia, tradiciones ancestrales y formas de organización social.
4. ¿Cuáles son las tendencias clave o los casos significativos de prácticas discriminatorias o abusivas por parte de proveedores individuales de bienes o servicios en la esfera pública contra personas LGBT+ y de género diverso que se basan en narrativas religiosas?
La discriminación y exclusión se expresan mediante las desigualdades sociales, culturales y económicas y se mantienen de generación en generación a través de mecanismos y prácticas arraigadas en la sociedad. En este sentido, en 2020, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),emitió el Informe sobre personas Trans y de género diverso y sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), (OEA, 2020) en el cual no solo se destaca la desigualdad formal, sino que también señala que la desigualdad en el trato, en los procedimientos y en las leyes provoca que se mantengan jerarquías sociales y patrones culturales que impiden la construcción de una sociedad horizontal, con igualdad de oportunidades para todas las personas (OEA, 2011, p. 11).

5. ¿Ha adoptado el Estado, en política pública, legislación o jurisprudencia, normas supuestamente basadas en la protección de la libertad de religión o creencias que promuevan, permitan y/o condonen la violencia y la discriminación contra las personas por su orientación sexual o identidad de género? Si es así, proporcione ejemplos, con comentarios según sea necesario para explicar el contexto, el alcance y la aplicación.
La Constitución de la República del Ecuador, como máximo cuerpo legal a nivel nacional, otorga a las personas el derecho de escoger, practicar y cambiar de religión, prohíbe la discriminación por motivos religiosos, y además se reconoce como un Estado laico, señalando además en el numeral 2 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador que nadie podrá ser discriminado por ninguna razón que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos.

De esta manera, garantizando lo establecido en la Constitución de la República, se ha asegurado la conformación de diferentes organizaciones religiosas o de culto, las cuales necesariamente deben obtener su vida jurídica por vía legal, o conocida como personalidad jurídica. Esto implica cumplir con el proceso dictado para tal acto, pues todos los grupos religiosos deben inscribirse ante el gobierno, es decir iniciar los trámites respectivos frente al Ministerio correspondiente, presentando los documentos base para la obtención de su personalidad jurídica, que son los estatutos y acta constitutiva, que contienen los objetivos, misión y visión de las organizaciones.

Particularmente para el caso de las organizaciones religiosas y de cultos, los documentos deberán ser revisados por la Dirección Jurídica del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, y no hacerlo puede dar lugar a la disolución del grupo y a la liquidación de su propiedad física.
6. ¿Ha habido algún desafío legal a estas políticas/disposiciones bajo alguna disposición de derechos humanos nacional, regional o internacional? Si es así, indique el resultado y la razón del caso. De no ser así, dé su opinión sobre por qué no se ha presentado aún tal impugnación.
Con fecha 16 de enero de 2017, el Ministerio de Salud Pública, ente rector del Estado ecuatoriano en materia de salud, expidió el MANUAL DE ATENCIÓN EN SALUD A PERSONAS LGBTI, cuyo objetivo es proveer a los profesionales de la salud del material, herramientas y las mejores recomendaciones para la atención en salud a la población LGBTI, respetando e incluyendo el enfoque de derechos, género, interculturalidad e intergeneracional, que permita mejorar el nivel de la calidad de atención de salud de dicho grupo de personas y reducir las barreras de acceso a los servicios de salud.

Desde el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, a través de la Subsecretaría de Diversidades, se ha creado el PLAN DE ACCIÓN DE DIVERSIDADES LGBTI+ (PAD) 2022-2025, que al ser la primera herramienta para la creación de política pública, ha sido fundamental la participación de la sociedad civil y las diferentes instituciones del Estado, que de acuerdo a sus competencias y pericia han aportado en su construcción, lo cual constituye un impulso fundamental para avanzar hacia la igualdad y no discriminación de todos los ciudadanos dentro del territorio nacional. Además de compilar los derechos que han sido identificados como estratégicos para garantizar la seguridad jurídica de la población LGBTI+, el PAD presenta un diagnóstico sobre los problemas a los que se enfrentan las personas LGBTI+ y sobre todo presenta acciones concretas sobre los cuales es factible construir un acuerdo gubernamental, a través de mecanismos de gestión y seguimiento del PAD.

7. ¿Existen ejemplos de restricciones estatales basadas en la prevención de la violencia o la discriminación contra las personas LGBT+ que prohíban o limiten las prácticas realizadas en nombre de la religión o la espiritualidad, como las protecciones contra la discriminación en los alojamientos públicos? En caso afirmativo, ¿han sido cuestionados legalmente sobre la base de la libertad de religión o de creencias? En caso afirmativo, explique el resultado y la justificación del caso(s).
La Constitución de la República del Ecuador contiene una serie de derechos que favorece a la dignidad humana de todas las personas que se encuentran en territorio ecuatoriano, señalando que nadie podrá ser discriminado, entre otros factores, por su condición migratoria o lugar de nacimiento.
. Basándose entonces en el principio de igualdad y no discriminación, promoviendo la igualdad real a favor de las personas reconociendo el derecho a migrar y señalando que no se considerará a ningún ser humano como ilegal por su condición migratoria
, garantizando a las personas desplazadas, asistencia humanitaria emergente de las autoridades que les asegure el acceso a alimentos, alojamiento, vivienda y servicios médicos y sanitarios
.
8. ¿Qué papel (si lo ha tenido) ha jugado el concepto de objeción de conciencia en la limitación del pleno disfrute del derecho a no sufrir violencia ni discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género?
Uno de los problemas que aún debe enfrentar la población LGBTI+, es el discurso de los diferentes grupos que profesan líneas extremas conservadoras, buscando encubrir su ideología mediante la apropiación de un lenguaje de derechos humanos, como el derecho a la libre expresión, el derecho a la vida, el derecho a la familia y el derecho a la objeción de conciencia, entre otros. 

9. ¿Se ha definido, limitado y/o regulado suficientemente el alcance y la aplicación de la objeción de conciencia para lograr un equilibrio justo entre la manifestación de la libertad de religión o de creencias y la ausencia de violencia y discriminación basada en SOGI? Cuando se invoque la doctrina para permitir la retención de bienes o servicios a miembros de la comunidad LGBT+ (como en el contexto de la atención médica sexual y reproductiva, la provisión de licencias de matrimonio, el acceso a bienes de consumo, etc.), ¿las leyes estatales brindan alternativas? acceso a bienes o servicios? 

La Constitución del Ecuador en su capítulo sexto artículo 66 se refiere al derecho a la objeción de conciencia, que no podrá menoscabar otros derechos, ni causar daño a las personas o a la naturaleza.

En ese mismo capítulo constan otros derechos como el derecho a tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre su sexualidad, su vida y orientación sexual, y que tales decisiones  se den en condiciones seguras, así como el derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación, y el derecho al libre desarrollo de la personalidad, sin más limitaciones que los derechos de los demás, entre otros, esto quiere decir que, la Constitución del Ecuador, como máximo cuerpo legal, cuyos artículos son de obligatoria interpretación y cumplimiento, no deben obviar o invisibilizar los compromisos que el Estado ecuatoriano tiene al ser signatario de convenciones internacionales vinculantes.
10. Cuando la legislación o las políticas estatales exigen la adaptación razonable de las creencias, prácticas y/o instituciones religiosas, ¿existen instancias en las que dichas leyes o políticas limiten la ausencia de violencia y discriminación contra las personas LGBT+ y de género diverso? Estos pueden incluir, entre otros, exenciones de la legislación contra la discriminación y/o adaptaciones dentro del lugar de trabajo, instituciones educativas, entornos de atención médica, el sistema de justicia, etc. ¿Hay informes de violencia, abuso espiritual y/u otras formas? de discriminación contra personas LGBT+ y género-diversas a causa de estas prácticas?
A partir de la vigencia del Código Orgánico Integral Penal en el año 2014, se incluyeron nuevas y varias infracciones penales respecto a la normativa penal anterior (Código Penal). En ese sentido, dentro de las infracciones tipificadas en esta normativa se han incluido los siguientes tipos penales:  “Art. 176.- Discriminación.- La persona que salvo los casos previstos como políticas de acción afirmativa propague practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad o estado de salud con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Si la infracción puntualizada en este artículo es ordenada o ejecutada por las o los servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.” , y “Art. 177.- Actos de odio.- La persona que cometa actos de violencia física o psicológica de odio, contra una o más personas en razón de su nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad, estado de salud o portar VIH, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Si los actos de violencia provocan heridas a la persona, se sancionará con las penas privativas de libertad previstas para el delito de lesiones agravadas en un tercio. Si los actos de violencia producen la muerte de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.”

El Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, a través de la Subsecretaría de Diversidades, en virtud de sus competencias, ha llevado a cabo acercamientos con el Banco Interamericano de Desarrollo, y en este sentido, se ha trabajado en varias líneas de acción, y entre ellas, se encuentra el denominado: “Estudio sobre acceso a la justica por parte de la población LGBTI+”, en el marco de la ejecución de la Cooperación Técnica RG-T3883, de la cual Ecuador es uno de los países beneficiarios, esto, con el objetivo de fortalecer la respuesta del sector de seguridad y justicia (policía, fiscalía, y/o poder judicial) para prevenir la violencia contra personas LGBTI+ en América Latina. A través de este estudio, podemos ejemplificar algunas de las respuestas de los operadores de seguridad y justicia como actores estatales para garantizar el cumplimento de la norma establecida para la inclusión y no discriminación como entes operadores de seguridad y justicia.
Defensoría Pública

La misión de la Defensoría Pública es garantizar el acceso a la justicia y la defensa efectiva, oportuna, eficaz y técnica de las personas que enfrentan procesos penales y que por su estado de  indefensión o condición económica, social o cultural no puedan contratar los servicios de defensa legal, en el catálogo de actividades de las variables con conforman el Sistema de Gestión de la Información de la Defensoría Pública – SGDP, para identificar el género del usuario se establece las siguientes categorías: Femenino, LGBTI y Masculino.
Defensoría del Pueblo

La Defensoría del Pueblo con la cooperación de algunas entidades internacionales en el año 2021 publicó el “Soporte teórico sobre igualdad de género y derechos humanos” con el fin de brindar una herramienta que contribuya a la promoción y protección de los derechos de las mujeres, niñas, adolescentes y de las personas LGBTIQ+.

Policía Nacional

La Policía Nacional del Ecuador posee el Manual de Derechos Humanos Aplicados a la Función Policial desde el 2009, documento que tiene instrucciones sobre los procedimientos de requisa frente a personas transgénero y no binarias y el Protocolo Policial para detención o aprehensión de personas de Grupos de Atención Prioritaria y LGBTI+.

Corte Constitucional del Ecuador

La Corte Constitucional, actualmente, se encuentra desarrollando un nuevo buscador de sus sentencias y dictámenes, que contempla un filtro de "interés social" que permitirá la búsqueda de decisiones relacionadas con los derechos de la población LGBTI+. Específicamente, en los casos que ingresan para el proceso de selección y revisión de garantías constitucionales, el Organismo registra el género de la persona accionante o presunta afectada con el catálogo “femenino / masculino / otro”.

1. Buenas prácticas:
a. Proporcione cualquier ejemplo de buenas prácticas, a nivel internacional, nacional o local, donde los actores estatales y no estatales (incluidos líderes religiosos, grupos y organizaciones, organizaciones internacionales, organizaciones de la sociedad civil y el sistema de derechos humanos de la ONU) han tomado medidas efectivas. para proteger y promover la libertad de religión o creencias de las personas LGBT+ y de género diverso, y realizó esfuerzos para prevenir, mitigar y responder a cualquier violencia y/o discriminación justificada en nombre de la religión.

La creación del  PLAN DE ACCIÓN DE DIVERSIDADES LGBTI+ (PAD) 2022-2025, y la participación de las diferentes instituciones del Estado en conjunto con las Organizaciones de la Sociedad Civil, responde al mandato Constitucionalidad de participación ciudadana que garantiza el cumplimiento del principio de igualdad y no discriminación hacia las personas LGBTI+, sustentado en las obligaciones adquiridas por Ecuador que son parte de los instrumentos internacionales de los cuales es signatario nuestro país, en particular la Convención Interamericana Contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, ratificada en el año 2021.
Así, en el Capítulo 2 del Plan de Acción de Diversidades denominado Diagnóstico de la problemática de la población LGBTI+, recoge avances y desafíos de las instituciones públicas con competencias en la prestación de servicios y el acceso a la justicia. Así también, se recoge la información producida por las entidades oficiales, como estudios producidos por organizaciones no gubernamentales y los resultados de la encuesta en línea en la plataforma U- Report.

b. Proporcione ejemplos de medidas adoptadas por actores estatales o no estatales para garantizar la participación efectiva de personas con diversas identidades de género y orientaciones sexuales en la vida religiosa, cultural, social y pública. Proporcione ejemplos relevantes en los que las personas LGBT+ hayan afirmado sus derechos individuales o colectivos para acceder (o establecer) marcos e instituciones religiosos o espirituales.
La formulación de políticas públicas integrales es fundamental para la transformación económica, social y cultural de las sociedades, por ello, el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos a través de la Subsecretaría de Diversidades construyó el “Plan de Acción de Diversidades (PAD) LGBTI+ 2022-2025” como resultado del impulso gubernamental a través del compromiso 7 del Primer Plan de Acción de Gobierno Abierto (PAGA), la articulación institucional y la participación de la sociedad civil.

Así, 28 instituciones del Estado, 84 Organizaciones de la sociedad civil con 117 delegados de la población LGBTI+ participaron en la construcción del Plan de Acción de Diversidades (PAD) LGBTI+ 2022-2025, que se realizó mediante 3 foros presenciales en Quito, Guayaquil y Cuenca y 4 reuniones en Machala, Loja, Portoviejo y Guayaquil garantizando el ejercicio del derecho constitucional a la participación ciudadana en los procesos de planificación de los asuntos públicos.

Así mismo, respondiendo a la importancia de contar con información estadística sobre la población LGBTI+ para la elaboración de políticas públicas destinadas a su atención, desde febrero de 2022 gracias al trabajo articulado con el Instituto Nacional de Estadística y Censos, INEC, se construyen los insumos técnicos metodológicos para la realización de la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida de la Población LGBTI+, constituyéndose como la primera operación estadística probabilística respecto a diversidades sexo genéricas en Ecuador, siendo además que los encuestadores pertenecen a la población LGBTI+.
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